                                                             TUTELA PRIMERA INSTANCIA

                                         RADICACIÓN:        660012204002 2005-00074-00

                                         ACCIONANTE: Menor LUISA FERNANDA VARGAS LARGO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, Noviembre veintiuno (21) de dos mil seis (2006)
Aprobado por acta No. 668
Hora: 05: 30 p.m.
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la menor LFVL contra el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, al considerar violados sus derechos fundamentales a la honra, al buen nombre y a su libertad de expresión.    

1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta la señorita LUISA FERNANDA VARGAS LARGO, se puede concretar en:

Relata que en el mes de junio de 2004 ella en compañía de otra menor de nombre ANGIE CAROLINA amanecieron en casa de un profesor llamado IVÁN CÉSAR VILLORIA, quien enseñaba en el mismo colegio donde ellas estudiaban –INEM- pero no les daba clase a ellas. Como estrategia para evitar que a su amiga la castigaran en casa del novio de LFVL planearon decir que habían sido violadas por el educador y otro amigo y que les habían dado brandy, lo que dijeron a la madre de la menor ANGIE CAROLINA. A pesar de tratar de decir la verdad se unió a su amiga para que no la fueran a castigar. La mamá de la otra menor alegó con LFVL ante lo cual ella se fue, pero por la tarde ANGIE CAROLINA y su  madre llegaron hasta su casa y amenazaron a ella y a su mamá que tenían que demandar al profesor por lo sucedido o que se atuvieran a las consecuencias.
Ante las presiones, les dio susto y al tercer día decidieron hacer la denuncia, pues su mamá y ella pensaron que el asunto no pasaría a mayores porque no había pruebas de nada; además, “así se quitaban a esa señora de encima que las estaba amenazando”.

Luego, el siete (7) de diciembre de 2005, arrestaron al profesor en el colegio Alfredo García ante lo cual ella presentó una retractación de los hechos en la Fiscalía y aunque el Fiscal no se la quería valer finalmente lo hizo. Después la llamaron y “cantó la verdad” consistente en que el educador nunca la había violado ni tocado. Le hicieron exámenes en Medicina Legal, luego los sicológicos y por último la audiencia. Siempre se presentó tratando de aclarar que el profesor no le había hecho nada pero el Fiscal “era muy regañón y le cogió miedo”.

Después, el Juez condenó al profesor por haberla violado, lo que quiere decir que no le tuvieron en cuenta la retractación, lo que considera que afecta su libre expresión  y su honra, en cuanto al profesor vulnera su derecho a la libertad, a la familia y también a la honra. Sostiene que en la sentencia el Juez quiso decir que ella era una prostituta y al expresar que la indemnice por la violación le está repitiendo que tiene ese calificativo. Frente a ello afirma que por eso se ratificó en lo que dijo, porque una adolescente “mete a veces mentiras” pero nunca creyó que eso fuera para tanto. La Constitución Política dice que las personas pueden rectificar a tiempo, que tienen derecho a gozar de una buena honra y cuando el Juez condenó al profesor por haberla violado, los otros profesores, rectores y coordinadores que estuvieron en la audiencia ya saben la definitiva y los muchachos de la cuadra conocen que ella metió a la cárcel al profesor por lo que la miran raro, al punto que hasta sus amigas dejaron de hablarle.

El Juez no tuvo en cuenta su retractación a pesar de haber asistido a todos los exámenes a los que la mandaron, los cuales dice que “le salieron bien”, entonces censura que se le practicaran los mismos si de todas maneras no le iban a creer nada. Destaca, finalmente, que una profesora le contó que la Constitución es norma de normas y por eso llama al derecho a la intimidad personal y familiar y al buen nombre, consagrados en los artículos 15, 45, 20, 23, 29 y 42. 
Con la acción de tutela solicita:

- Que el Juzgado Segundo Penal del Circuito rectifique su decisión ya que afectó su honra, su derecho al buen nombre y del profesor; además, que se disculpe públicamente.
- Que ese Despacho respete su libertad de expresión y reconozca el daño que le hizo al profesor IVÁN CÉSAR VILLORIA.

- Que la tutela se resuelva dentro del menor término posible porque el citado profesor se encuentra detenido a pesar de su rectificación presentada a tiempo.
- Renuncia a la indemnización o pago de perjuicios impuesta por el Juzgado accionado, porque eso admitiría que el profesor le hizo algo y la verdad es que él no le hizo nada, no estuvo con él y nunca la ha tocado para nada, así lo demuestran las pruebas.

- Exige la libertad inmediata del profesor que nunca hizo actos eróticos ni sexuales sobre ella.

- Como persona joven solicita protección de la Constitución Política porque según el Juez accionado, ella es una prostituta y a pesar de retractarse de los hechos, la sigue tratando igual.

- Dice que el Juez le faltó a la moral o sea que la calumnió y la deshonró ante su familia y amigos.    

2.- TRÁMITE
Antes de admitir la acción presentada, se determinó la necesidad de escuchar el testimonio de la menor y de su madre, señora MARÍA ZULMA VARGAS LARGO, con lo cual se evidenció que su progenitora respaldaba el dicho de la menor y su deseo de acudir al trámite constitucional invocado.

Luego de recibidas las mencionadas declaraciones, de procedió a la admisión de la acción y de manea oficiosa, se dispuso que la Fiscalía Dieciocho (18) Seccional de la ciudad de Pereira fuera vinculada al trámite.

Además, se practicó diligencia de inspección judicial al expediente surtido con motivo de los hechos descritos por la menor y donde figuran como procesados el señor IVÁN CÉSAR VILLORIA VÉLEZ y otro.
3.- CONTESTACIÓN

3.1.- Titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira.
Precisa que si bien no fue el funcionario que profirió la sentencia condenatoria en contra de los señores IVÁN CÉSAR VILLORIA VÉLEZ y HÉCTOR FABIO GAVIRIA OCAMPO, realizada una lectura de la misma no se observan elementos que indiquen que se afectó la dignidad de la menor accionante. Por el contrario, se siguieron las ritualidades legales tendientes a proteger su identidad y en especial, a evitar su victimización; por demás, la providencia proferida responde a lo que las pruebas aportadas muestran.
Respecto al proceso, acota que se trata de un averiguatorio por los delitos de Acceso Carnal Abusivo y Actos Sexuales Abusivos, que tuvo origen en la denuncia presentada por la señora YANETH CONSUELO PEREA ECHEVERRI el quince (15) de junio de 2004, madre de una de las menores, y otra presentada el dieciséis (16) de junio por la menor ahora actora. Dentro del mismo aparecen como ofendidas la referida joven y otra menor. Concluyó el pasado veintinueve (29) de octubre de 2006 con sentencia de primer grado. Contra tal decisión se interpuso el recurso de apelación, cuyo trámite se está cursando, situación que permitirá al superior jerárquico hacer un análisis de la valoración hecha en esa instancia y determinar si se acertó o no con el fallo.
3.2.- El señor Fiscal Trece (13) Seccional.

Precisa en primer término que no fue la persona que adelantó la instrucción, únicamente asistió a la audiencia pública en consideración a que su antecesora se pensionó y fue designado para remplazarla. Esa aclaración es importante por cuanto la joven expone que se presentó ante el Fiscal a aclarar la situación y al parecer no fue atendida.

Sobre las pretensiones de la demanda, sostiene que: (i) No es cierto que no se hubiera respetado el derecho a su libre expresión porque las veces que se requirió fue escuchada en declaración y se le permitió que allegara declaración extrajuicio ante notario; (ii) No se lesionó su honra porque a lo largo de la instrucción, en las decisiones adoptadas y en el mismo trabajo de sentencia  nunca se le trató de prostituta. Señala que es preciso que se oriente a la joven para que entienda que a la indemnización a que se hace referencia en el fallo no puede dársele la interpretación que ella menciona en su escrito; (iii) No es cierto que no fueran valoradas sus intervenciones por el señor Juez, dado que las mismas fueron estudiadas con seriedad, motivación en la sentencia, la cual está plagada de razones que así lo demuestran, con una disertación argumentativa encaminada a fundamentar la decisión judicial adoptada; (iv) En la sentencia se razonó mediante la aplicación de un método de interpretación de la Ley, que resolvió los problemas jurídicos en su parte motiva, aplicando para ello los principios de la lógica jurídica, de la inducción del conflicto y la solución del mismo; (v) la joven quejosa debe saber que las audiencias de juzgamiento son públicas y que por ello sus amigos, profesores, coordinadores, rectores y audiencia en general podían asistir, enterándose de lo que allí se ventilara; y, por último, (vi) que la sentencia no hace referencia al nombre de la joven, ni la trata como “dama de compañía” como lo han expuesto ella y su madre.    
4.- SE CONSIDERA
4.1.- Cuestiones previas
4.1.2. Sobre el impedimento planteado
En relación con la manifestación de impedimento que ha hecho el Magistrado JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO, al tenor de lo reglado en el numeral 6º
 del artículo 56 de la Ley 906 de 2004, por cuanto profirió la sentencia que ahora es atacada en este excepcional trámite, debe decir la Sala Dual que en efecto, se estructura la hipótesis legal allí contenida y en consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39 del Decreto 2591 de 1991, se acepta el impedimento planteado, razón por la cual el citado Magistrado se excluye del conocimiento y fallo del presente asunto.

4.1.2. Sobre la posibilidad de los menores de interponer acción de tutela de manera directa.

Bastante reiterativa ha sido la jurisprudencia de la Corte Constitucional en afirmar que no existe razón que impida que los menores cuando sientan que sus derechos fundamentales han sido afectados, puedan interponer por sí mismos la acción de tutela, tal como se lee en las providencias T-1220/03, T-355/01 y T-182/99 entre otras. Aunado a lo anterior, se tiene que de todas formas, en el presente trámite la señora progenitora de la menor accionante mostró su conformidad con los deseos de su hija y con el testimonio rendido, dejó en claro que coadyuvaba las pretensiones de la púber.
5.2.- Problema a resolver 

La Sala como Juez Constitucional de primera instancia debe centrar su atención en determinar si con la actuación de las autoridades judiciales que intervinieron en el proceso penal surtido en relación con los hechos puestos de presente por la menor LUISA FERNANDA VARGAS LARGO, se produjo alguna afectación de sus derechos fundamentales. 
5.3.- Solución al debate

5.3.1. Derecho a la honra
No observa el Tribunal que dentro de la actuación surtida en primer término por la Fiscalía en la etapa de la investigación o posteriormente durante el Juicio por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito, se hubiera presentado situación alguna que hiciera pensar que en contra de la joven, quien a la postre allí aparece como víctima, se hubieran hecho imputaciones deshonrosas. Por el contrario, el procedimiento que respecto de ella se desplegó estuvo caracterizado por el respeto de sus derechos fundamentales en especial a la intimidad, por cuanto se tenía en claro que era ella precisamente una de las niñas afectadas con las conductas delictivas que se estaba investigando.

En concreto, examinado el contenido de la sentencia condenatoria proferida por el Despacho accionado, se observa que se tuvo especial cuidado de omitir el nombre completo de la menor y que las alusiones que sobre ella se hicieron, utilizaron sus iniciales en la búsqueda de mantener a salvo su identidad, precisamente por su condición de menor de edad sujeto pasivo de conductas que atentan contra su integridad y pudor sexuales. Un proceder así, aparece como respetuoso de la calidad de ser humano digno que ampara a la joven y además sigue los lineamientos trazados al respecto por la propia Corte Constitucional en la sentencia T-544 del 10 de julio de 2003, M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández, así como la prohibición en ese sentido contenida en el artículo 301 del Código del Menor, que a pesar de la expedición del Código de la Infancia y la Adolescencia, todavía permanece vigente toda vez que en virtud del artículo 216 de la Ley 1098 de 2006 esta Ley entrará en vigencia seis (6) meses después de su promulgación.
No se puede olvidar que es deber de todas las autoridades Colombianas, entre ellas por supuesto las jurisdiccionales, velar por la protección de los niños, tal como lo prescribe la Constitución Política en su artículo 44, uno de cuyos desarrollos en particular, pretende que se salvaguarde su derecho a tener relaciones erótico sexuales en el momento en que se considera que tienen la madurez suficiente para tomar determinaciones tan importantes como esa. Al respecto, se tiene que la legislación penal colombiana, estima que esa edad de consentimiento es la de catorce (14) años. 
Es un hecho cierto, como se describe en la sentencia condenatoria proferida el pasado veintiséis (26) de octubre del corriente año, que “la menor L.F.V.L., contaba con tan solo 13 años de edad, así lo confirman fehacientemente su registro civil de nacimiento obrante a folio 21 que da cuenta que nació en octubre de 1990 y lo ratifica el examen físico el dictamen médico legal sexológico obrante a folio 13”.
  Por consiguiente, ante la noticia que se tuvo en cuanto la mencionada menor fue objeto de relaciones sexuales cuando todavía no tenía una formación adecuada, por supuesto que mereció que se pusiera en marcha la averiguación oficial en orden a esclarecer lo acontecido y en caso de desvirtuar la presunción de inocencia de quienes resultaran involucrados en la comisión de esa conducta, imponer la sentencia condenatoria pertinente, como acaeció en el evento examinado.

Por manera que ningún reproche en cuanto a su comportamiento se está haciendo a la menor accionante, cuando por el contrario en la providencia aludida se hace expresa alusión a que simplemente sucumbió ante las manipulaciones de que fue objeto por parte del profesor, persona de quien se dice no se comportó de la manera como de él se esperaba dada su condición de adulto y educador de jóvenes.
Por el contrario, reconocida su calidad de víctima de los deseos libidinosos del mencionado profesor, el Juzgado del conocimiento se ocupó, como era su deber, de tasar los perjuicios ocasionados con la conducta ilícita desplegada sobre ella por parte del declarado penalmente responsable. Se trata ni más ni menos que de un intento por compensar el daño causado. Es esa y no otra la real dimensión que se le debe dar a la indemnización por los perjuicios de orden moral –no se impuso suma alguna por concepto de perjuicios materiales-, en el entendido que no aparecieron demostrados los gastos en que la menor o su familia pudieron haber incurrido con ocasión de este hecho. Menos aún, puede entenderse que la expresa consagración de ese deber de reparar el perjuicio ocasionado, sea sinónimo de considerar a la menor accionante como “dama de compañía”. En ninguna parte de la sentencia aludida se utiliza una expresión semejante, ni de su contenido se puede deducir que así haya sido catalogada la joven LFVL.

Infortunadamente, por las connotaciones propias de los hechos investigados, por la calidad de profesor de uno de los enjuiciados y de la misma situación de ser ella una estudiante para la época de los hechos, es muy probable que en toda la comunidad educativa el proceso penal haya generado expectativa y curiosidad, razón por la cual ella señala que fue objeto de especial atención, circunstancia que seguramente produjo el despliegue social que ahora censura la menor, del cual desde luego no puede ser culpable la judicatura, porque como se dijo, se trató al máximo de preservar su identidad.
5.3.2. Derecho a la libre expresión.

Critica la actora que en la investigación penal no se haya tenido en cuenta la retractación que hizo en tiempo oportuno de lo dicho cuando se puso en conocimiento de las autoridades lo ocurrido a ella y a su amiga ANGIE. Ese proceder lo califica como una vulneración a su garantía de expresarse libremente.

En este aspecto, debe decirse que pese a lo que en ese sentido afirma la accionante, esa manifestación no es cierta, puesto que en primer término su segunda declaración no sólo fue insertada en el averiguatorio, sino que además, fue objeto de especial análisis por parte del señor Juez accionado, al momento de entrar a valorar las pruebas que habían sido legal y oportunamente incorporadas al expediente. 
Debe decirse además, que no fue tenido en cuenta solamente el conjunto de probanzas relacionadas con la menor LFVL, sino todo un cúmulo de medios probatorios que le señalaron al señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira, tanto la efectiva vulneración de la norma penal que prohibía el contacto sexual con persona menor de catorce (14) años, como la responsabilidad que en su comisión tenían los implicados.

Se tiene entonces y para tranquilidad de la menor demandante, que la condena que por ahora pesa en contra de los señores VILLORIA VÉLEZ y GAVIRIA OCAMPO no descansa exclusivamente sobre el testimonio inicial rendido por ella, sino en pluralidad de pruebas que fueron analizadas por el señor Juez ahora accionado.

Debe mencionarse entonces, para mayor entendimiento de la accionante, que para proferirse sentencia condenatoria en un proceso penal, deben examinarse todas las pruebas, tanto las que perjudiquen al procesado como las que lo favorezcan, luego de lo cual el Juez debe decir motivadamente cuáles acoge y cuáles desestima. Posteriormente, una vez depuradas las pruebas, se entra a determinar si lo que procede es una sentencia condenatoria porque primaron las probanzas que señalaban la responsabilidad del procesado, o lo acertado es dictar una sentencia absolutoria, porque las pruebas muestran o bien que el delito no existió o que aún habiendo existido la persona enjuiciada no es responsable del mismo. Este procedimiento se surtió con especial rigurosidad en el caso que ahora concita la atención del Tribunal y dio lugar a una sentencia condenatoria que, se repite, todavía no es definitiva porque contra ella se está surtiendo el recurso de apelación. Lo anterior indica, que similar proceso de evaluación del material probatorio deberá ser realizado por el superior funcional del juzgado de primera instancia, en este caso, esta Sala Penal, en aras de determinar si la sentencia condenatoria debe ser confirmada o si por el contrario, en caso de encontrar pruebas que señalen la no responsabilidad de los procesados o incluso, si existiera duda al respecto, revocar la decisión y proferir la consecuente sentencia absolutoria.

Finalmente, llama la atención la afirmación de la actora en el sentido “que el Fiscal era muy regañón”, aspecto que impidió que se retractara de lo dicho con anterioridad, cuando del estudio del expediente adelantado se extrae que fueron Fiscales del género femenino quienes se encargaron del proceso en su fase investigativa; además, que como bien lo aclaró el señor Fiscal accionado, él compareció a la audiencia pública por haberle sido asignado el caso ante la concesión de la pensión a su predecesora.

Basten los anteriores planteamientos para concluir que no se evidencia la vulneración de ninguno de los derechos de la joven LUISA FERNANDA por parte de los despachos accionados y, en consecuencia, se impone la declararatoria de improcedencia. 
5.- DECISIÓN
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la Ley,  

FALLA

PRIMERO: Se acepta el impedimento planteado por el Magistrado JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO y en consecuencia se le separa del trámite del presente asunto.
SEGUNDO: Se DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela presentada por la menor LFVL.
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, REMÍTASE el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

Magistrado






Magistrado

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Secretaria de la Sala
� Que el funcionario haya dictado la providencia de cuya revisión se trata, o hubiere participado dentro del proceso, o sea cónyuge o compañero o compañera permanente o pariente dentro del cuarto grado de consaguinidad o civil, o segundo de afinidad, del funcionario que dictó la providencia a revisar.





� Así aparece en el Fl. 521 del Cuaderno Original del proceso penal adelantado.
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